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Resumen 
 La pensión de invalidez en Colombia se ha concebido como un derecho para quienes 
su condición de salud no les permite ejercer una actividad laboral en el que obtengan un 
ingreso para suplir sus necesidades básicas, no obstante, su acceso resulta restringido al 
cumplimiento de requisitos expresamente contemplados en la ley y que se componen, por un 
lado, a la exigencia de cotización en 50 semanas antes de la fecha de estructuración de su 
patología y/o fecha del accidente si se trata de un accidente y en la calificación mediante un 
dictamen de pérdida de capacidad laboral igual o superior al 50% (Ley 797, 2003). 
Respecto al cumplimiento del requisito de semanas cotizadas previos a la fecha de 
estructuración y/o fecha del accidente, se han presentado casos en los que no es posible su 
acreditación teniendo en cuenta que la invalidez deriva de enfermedades congénitas, crónicas 
o degenerativas y resulta imposible atender lo normado frente a las cotizaciones al Sistema 
anteriores a la estructuración, siendo esta una situación empleada por las administradoras de 
fondos de pensiones para negar el acceso y constituir un hecho generador de un 
enriquecimiento sin justa causa a su favor considerando que han percibido de manera real y 
efectiva las cotizaciones y éstas no son avaladas para efectos de la contabilización en el 
reconocimiento prestacional. 
Ante la inobservancia de las cotizaciones realizadas al sistema nace la figura 
denominada “Capacidad Laboral Residual”, considerada como una herramienta que rompe la 




como, el presente artículo de revisión tiene por objeto discutir los aspectos más relevantes 
sobre la figura de “capacidad y/o aptitud laboral residual” y la complejidad que representa su 
aplicación por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones en adelante (AFP). Para 
ello, se realizó la búsqueda de información en bases de datos de repositorios de universidades, 
Google Académico, pronunciamiento de Corte Suprema de Justicia, Corte Constitucional, 
libros, publicaciones en prensa jurídica y recursos que permitieran desarrollar la revisión 
partiendo de un marco conceptual y de allí demostrar las deficiencias del sistema general de 
pensiones en materia de pensión de invalidez para arribar a la figura de Capacidad Laboral 
Residual y presentar las conclusiones. 
Palabras clave: Enfermedades congénitas, crónicas o degenerativas, pensión de 
invalidez, Capacidad Laboral Residual, estructuración de la invalidez, principio de igualdad. 
Abstract 
The disability pension in Colombia has been conceived as a right for those who, their 
health condition, does not allow them to carry out a work activity in which they obtain an income 
to meet their basic needs, however, their access is restricted to the fulfillment of requirements 
expressly contemplated in the law and which are composed, on the one hand, of the 
requirement of a quote in 50 weeks before the date of structuring of your pathology and / or date 
of the accident if it is an accident and in the qualification by means of an opinion loss of work 
capacity equal to or greater than fifty percent. (fifty%). (Ley 797,2003) 
Regarding compliance of weeks contributed prior to the date of structuring and / or date 
of the accident, there have been cases in which its accreditation is not possible taking into 
account that the disability derives from congenital, chronic or degenerative diseases and it is 
impossible to comply with the regulations regarding the contributions to the System prior to the 




constitute a fact that generates an enrichment without just cause in their favor, considering that 
they have contributions are received in a real and effective way and these are not endorsed for 
the purposes of accounting in the recognition of benefits. Faced with the non-observance of the 
contributions made to the system, the figure called “residual work capacity” was born, 
considered as a tool that breaks the contribution rule stipulated in the law and allows access to 
the disability benefit. 
Thus, the objective of this review article is to discuss the most relevant aspects of the 
figure of “residual work capacity and / or aptitude” and the complexity that its application 
represents by the Pension Fund Administrators from now on (AFP). For this, a search for 
information was carried out in databases of university repositories, Academic Google, 
pronouncement of the Supreme Court of Justice, Constitutional Court, books, publications in the 
legal press, resources that allow developing the review based on a conceptual framework, from 
there demonstrate the deficiencies of the general pension system in terms of disability pensions 
to arrive at the figure of residual work capacity and present the conclusions. 
 
Keywords: Congenital, chronic or degenerative diseases, disability pension, residual 
work capacity, structuring of disability, principle of equality. 
Introducción 
La pensión por invalidez es una prestación económica administrada por las AFP, en la 
cual se reconoce una renta mensual que se denomina mesada pensional a aquel afiliado que 
se ha calificado como inválido y en la cual su enfermedad o patología es de origen común o 
laboral y le incapacita de manera permanente para ejecutar alguna actividad. Una definición 
más acertada la define como “la prestación económica mediante la cual se pretende cubrir las 




afiliado el desempeño laboral. De esta manera, y de acuerdo con la ley, es posible encontrar 
dos tipos de pensión de invalidez: de origen común y de riesgos profesionales” (Suarez, 2011, 
s.p.). 
La contingencia de invalidez conlleva al reconocimiento de responsabilidades 
económicas con cargo a las entidades responsables de pago como son las Empresas 
Promotoras en Salud (EPS), las Administradoras de Riesgos Profesionales (ARL) y las 
Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) incluida la Administradora Colombiana de 
Pensiones Colpensiones de acuerdo con el tipo de régimen asociativo que se encuentre 
vinculado el asociado y de manera cómo se produjo la invalidez (Díaz granados, 2017). 
 El proceso de validación de requisitos para acceso a la pensión de invalidez reviste 
escenarios en los que no es posible lograr su cumplimiento de acuerdo al mandato de la ley y      
en lo que atañe a el número de semanas cotizadas con antelación a la estructuración. En este 
sentido, surge por vía jurisprudencia la posibilidad de tener en cuenta los aportes realizados a 
las AFP con posterioridad a la estructuración y nace la figura de Capacidad Laboral Residual o 
aptitud residual, que consiste en “la posibilidad que tiene una persona de ejercer una actividad 
productiva que le permita garantizar la satisfacción de sus necesidades básicas, pese a las 
consecuencias de la enfermedad” (Peña, 2020, s.p.). Es así, como una persona que padece 
una enfermedad tiene la capacidad de ser productiva y aportar al sistema, puede obtener por 
esta figura la consolidación de su derecho. 
Este artículo pretende demostrar cómo en Colombia a pesar de existir una prevalencia 
de derechos y un marco regulatorio amplio en materia pensional, las personas calificadas como 
discapacitados se encuentran expuestas a barreras administrativas y maniobras, casi que 
inconstitucionales, por parte de las AFP cuando pretenden exigir un derecho que debería ser 




condición de Juez para que ratifique mediante un proceso lento y dispendioso, que son 
acreedores de una prestación que pudo ser conocida años atrás. Surge entonces el 
interrogante ¿Puede una persona invalida pensionarse en Colombia sin el cumplimiento del 
tiempo de cotización previo a la estructuración? 
Discusión y resultados 
 Elementos conceptuales  
Para obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez, la normatividad vigente exige 
dos requisitos de obligatorio cumplimiento, tales como la calificación de pérdida de capacidad 
laboral igual o superior al 50% y la cotización de 50 semanas anteriores a la estructuración de 
la invalidez, tratándose de una enfermedad. En caso de accidente, el requisito de cotización es 
el mismo, sólo que se debe tomar en cuenta la fecha del hecho causante. (Artículos 38 y 39 de 
la Ley 100 de 1993, tal y como fueron modificados por la Ley 860 de 2003). (Ley 860, 2003). 
Respecto al concepto de invalidez es necesario remitirse a la definición contenida en el 
Decreto 1507 de 2014 entendida como “la pérdida de la capacidad laboral u ocupacional igual o 
superior al cincuenta por ciento (50%)” (Decreto 1507, 2014, s.p.). En esta medida, resulta 
inválida toda persona que sea incapaz de valerse por sí misma ya sea por padecer un deterioro 
en su capacidad de desempeño originado por una enfermedad sea de origen común, 
profesional o por un accidente.  La calificación del estado de este estado a la luz del Decreto 19 
de 2012 en su artículo 142 “... será determinado de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos siguientes y con base en el manual de calificación vigente para la fecha de 
calificación” (Decreto 19, 2012). 
Según la Corte Constitucional, la invalidez “ha sido asumida en el contexto internacional 
como la reducción de la capacidad para el trabajo a consecuencia de limitaciones físicas o 




por motivos de origen común puede desarrollar una patología crónica o degenerativa, 
deficiencia que ha sido definida por la Organización Mundial de la Salud (OMS) y la 
Organización Panamericana de Salud (OPS), como una enfermedad: 
De larga duración y progresión generalmente lenta, y se cataloga como una patología 
para la cual «aún no se conoce una solución definitiva y el éxito terapéutico consiste en 
tratamientos paliativos para mantener a la persona en un estado funcional, mediante el 
consumo constante de fármacos (...); dichas enfermedades, hoy por hoy, son las 
causantes de la mayoría de muertes y de discapacidades mundiales» (Secretaria 
Distrital de Salud, 2019, p.5). 
Dentro de este grupo poblacional también se encuentran las personas que padecen 
“enfermedades congénitas” que obedecen a una condición de salud especial con la que nacen 
y se desarrolla en su etapa de crecimiento. En algunos eventos, este tipo de enfermedad y su 
progresividad son lentos y permiten que quien la padece pueda valerse por sí misma y 
desempeñar una actividad laboral permitiendo realizar cotizaciones al sistema de seguridad 
social en pensiones.  
Para las enfermedades “congénitas, crónicas o degenerativas” y el acceso a la pensión 
de invalidez, surge el inconveniente de la acreditación de las semanas cotizadas antes de la 
fecha de estructuración. En este sentido, para la Corte Constitucional debe primar la garantía 
de derechos y es obligación de los fondos pensionales verificar la condición de cada caso en 
particular y calificar si los aportes fueron realizados en ejercicio de una efectiva y probada 
capacidad laboral sin observar el momento se efectivizó la cotización, además que, la persona 
desempeñó una labor y la densidad de semanas aportadas permite determinar no existió 




La discusión nace realmente en la fecha de estructuración de la invalidez encontrando 
una incertidumbre en su definición cuando el afiliado padece una de las enfermedades antes 
descritas. A partir de allí, ante la falta de cumplimiento del requisito de cotización al sistema de 
seguridad social en pensiones antes de la estructuración, las administradoras de los fondos 
pensionales deciden negar de plano el reconocimiento de la pensión, dejando en desventaja y 
en un estado de desprotección a la persona inválida cuya cotización al sistema no servirá ya 
que esta se materializó con posterioridad a la fecha de estructuración de su enfermedad. 
Deficiencias del Sistema General de Pensiones – Pensión de invalidez 
 En un estudio realizado por FEDESARROLLO referente a las cotizaciones realizadas  
con posterioridad a la fecha de estructuración del estado de invalidez en los casos de 
enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas, se concluyó que dadas las 
particularidades de cada caso y de advertirse que la invalidez proviene de enfermedades 
crónicas, congénitas o degenerativas su diagnóstico no supone la inmediata cesación de la 
capacidad laboral, en algunos casos, los síntomas y afectaciones se difieren en el tiempo 
permitiendo al afiliado continuar participando en actividades laborales y por ende continuar 
realizando cotizaciones al sistema de seguridad social en pensiones, al respecto se señaló: 
En los eventos en los que el estado de invalidez de una persona está asociado al 
padecimiento de la pensión de invalidez las entidades administradoras de pensiones 
deberán tener en  cuenta las semanas cotizadas con posterioridad a la  fecha de 
estructuración, las cuales se asumen efectuadas en ejercicio de una Capacidad Laboral 
Residual que,  sin ánimo de defraudar el Sistema, permitió al afiliado seguir trabajando y 
haciendo sus aportes hasta perder toda capacidad productiva y funcional de forma 




El desconocimiento por parte de las AFP sobre el precedente y línea jurisprudencial que 
ampara los derechos de progresividad de las personas con enfermedades congénitas, crónicas 
o degenerativas ha comportado un evidente hecho generador de enriquecimiento sin causa, 
teniendo en cuenta que han percibido de manera efectiva las cotizaciones y éstas no son tenidas 
en cuenta al momento de valorar el reconocimiento pensional con el único argumento de su 
sometimiento al imperio de la Ley dejando de lado las demás fuentes del derecho que cobijan el 
sistema general de pensiones. 
La única vía de acceso para reconocimiento pensional se ha logrado mediante la acción 
constitucional de tutela como único mecanismo que permite garantizar los derechos 
constitucionales fundamentales (Castillo, Carrera, 2011, p.86). La autora Cuellar (2016) plantea 
la discusión que hay alrededor de la conexidad entre los derechos económicos, sociales y 
culturales y los derechos fundamentales,  
Argumento bajo el cual se ha logrado en algunas ocasiones otorgar la pensión de 
invalidez a sujetos de especial protección constitucional utilizando la acción de tutela, 
pues se ha generado en múltiples ocasiones debates sobre el alcance del amparo de la 
acción de tutela, en particular sobre la procedencia de este mecanismo para garantizar 
la protección de derechos sociales, bajo el argumento según el cual, la acción de tutela 
solo es procedente ante el amparo de derechos fundamentales que se le están 
vulnerado al actor (p.24). 
Conforme las disposiciones de la Corte Constitucional son sujeto de protección especial 
toda persona que, con ocasión de su condición física, psicológica o social, le es necesario 
recibir una acción positiva por parte de la sociedad y el Estado para efectos de lograr acceso a 
unas condiciones de vida digna, y en consecuencia disfrutar de un goce real y efectivo de 




protección constitucional en desarrollo del artículo 13, 47 y 54 de la Constitución Política, 
principalmente a niños, adolescentes, adultos mayores, personas en condición de discapacidad 
física, psíquica y sensorial, mujeres cabeza de familia, desplazados por la violencia, al igual 
que quienes se encuentran en situación de pobreza extrema. Particularmente los incisos 2 y 3 
del artículo 13 indican que: 
Quienes tienen acceso al reconocimiento pensional por la contingencia de invalidez 
también corren el riesgo de perder su derecho, es así, como un artículo publicado por la 
Universidad del Rosario denominado “Pensionados por invalidez deben tener derecho a 
una opción laboral”  se señala como es de adverso el sistema para los pensionados por 
la contingencia de invalidez pues se espera que su enfermedad supere la etapa de 
criticidad para que tengan una calidad de vida adecuada, sin embargo, esa mejoría en 
su salud impone per-se la disminución de la pensión (Jaramillo, 2016, s.p.). 
Capacidad Laboral Residual y enriquecimiento sin causa por parte de las AFP 
Un artículo publicado el día 25 de agosto de 2020 por la prensa jurídica denominada 
Ámbito Jurídico y redactado por el Doctor Luis Alberto Torres Tarazona, Director Observatorio 
del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad Libre, definió la Capacidad Laboral 
Residual así: 
La Capacidad Laboral Residual generada, como subregla de la jurisprudencia 
constitucional colombiana, consiste, de acuerdo con la Sentencia T-604 del 2014, en la 
posibilidad de “que se presenten casos en los cuales, a pesar de fijarse en forma 
retroactiva la fecha de estructuración de la invalidez, la persona haya conservado sus 
capacidades funcionales y productivas, al punto de continuar con su vinculación laboral 
y que haya realizado los correspondientes aportes al Sistema de Seguridad Social hasta 




es otra cosa que la posibilidad de acumular cotizaciones posteriores a la fecha de 
estructuración y así lograr el número de semanas exigidas en la legislación vigente y, de 
esta manera, crearle al operador pensional la obligación de tenerlas en cuenta para así 
evitar que las desconozca con el pretexto de que son posteriores (Torres, 2020, s.p.).      
La aptitud residual para pensionarse por invalidez en Colombia constituye el 
rompimiento de la regla general contenida en la normatividad, sin embargo, su aplicación 
únicamente encuentra acierto por vía judicial, sea en instancia de acción constitucional o por 
vía ordinaria laboral, tomando en cuenta que las administradoras de fondos de pensiones se 
limitan a aplicar la norma de manera exhaustiva y en ningún caso califican las cotizaciones 
posteriores a la fecha de estructuración como aportes realizados al sistema válidos para 
amparar el derecho de los afiliados en condiciones de vulnerabilidad ya que padecen 
enfermedades congénitas, crónicas o degenerativas (Rodríguez, 2020). 
Todos los derechos de los afiliados encaminados a obtener la prestación periódica de 
invalidez y que padecen alguna afectación en su salud han sido reconocidas vía jurisprudencial 
cuando el requisito de cotización no cumple con la determinación impuesta en la Ley. Desde el 
año 2014, la Corte Constitucional ha tratado esta problemática y nace entonces la figura de la 
Capacidad Laboral Residual como herramienta jurídica para esta parte de la población, la cual 
permite que se validen las cotizaciones realizadas con posterioridad a la fecha de 
estructuración y así consolidar el número de semanas exigidas por la Ley.  
A continuación, los pronunciamientos más relevantes en la materia por parte de la Corte 
Constitucional que enmarcan las garantías para las personas inválidas a las que la AFP negó 
su prestación por no cumplir el requisito de cotización previo a la fecha de estructuración: 
29.1. En estos casos, esta Corte ha precisado que se deberán tener en cuenta las 




en tanto que, de lo contrario, se impondría a la persona una condición imposible de 
cumplir y se estarían desconociendo una serie de principios de orden constitucional tales 
como “(i) el principio de universalidad; (ii) el principio de solidaridad; (iii) el principio de 
integralidad; (v) el principio  de prevalencia de la realidad en materia laboral y de 
seguridad social (art. 53, CP), así como (v) la buena fe”. Además, con este proceder se 
estarían vulnerando los derechos fundamentales de las personas en condición de 
discapacidad, que son sujetos de especial protección constitucional, pues dicha 
interpretación es, a todas luces, discriminatoria e implica que las personas con 
enfermedades congénitas, degenerativas y/o crónicas, según las circunstancias, no 
accederán a un derecho pensional. Sobre el tema, esta Corte señaló lo siguiente: 
aceptar la interpretación formulada por la accionada, significaría admitir que las personas 
[en condición de discapacidad desde su nacimiento], por razón de su condición, no tienen 
la posibilidad de procurarse por sus propios medios una calidad de vida acorde con la 
dignidad humana, ni tampoco la de buscar que el sistema de seguridad social cubra la 
contingencia de la invalidez una vez su estado de salud les haga imposible seguir 
laborando, derechos que sí están reconocidos a las demás personas” (Sentencia SU 588, 
2016.) 
De acuerdo con la sentencia SL 3275-19, no es permisivo que las administradoras de 
Pensiones se beneficien de los aportes que se realizaron después de la fecha de 
estructuración y luego no los tenga en cuenta para validar el cumplimiento de los requisitos 
que se exige para el reconocimiento de la pensión de invalidez (Sentencia SL 3275, 2019). La 
fecha de estructuración resulta relevante para definir el momento desde el cual las AFP 
califican el cumplimiento del requisito de cotización, sin embargo, esta fecha resulta de difícil 




desarrollo permite que la persona pueda seguir desempeñando una actividad laboral y, en 
segundo lugar, que imposibilita la detección exacta de la fecha en que se estructuró y es 
infundado señalar el día en que apareció el primer síntoma ya que la enfermedad pudo 
establecerse en la persona desde mucho tiempo atrás de su primera manifestación. Un artículo 
publicado por Vicente (2014) precisa las calidades para evaluar el desempeño laboral de una 
persona con patologías degenerativas: 
Para una correcta valoración de la capacidad laboral, urge una metodología de 
valoración debidamente contrastada y normalizada, tanto por su referencia a 
publicación normada, como por su uso extensivo, como por su contraste científico 
validado. La valoración de las aptitudes o capacidades laborales requeridas por el 
trabajo necesita establecer un sistema común y una actualización y definición de las 
aptitudes a valorar, y del concepto de profesión, ocupación, trabajo y tareas. Es por 
tanto esencial precisar qué valoramos y cómo lo hacemos, en la valoración 
«profesional» o de la «capacidad laboral» u «ocupacional» o del «trabajo» en nuestro 
actual marco del sistema de seguridad social, y propugnar a la par una actualización de 
conceptos de la incapacidad y una reforma legal de la normativa que facilite la 
adecuación de las situaciones de capacidad o incapacidad laboral (s.p.).  
Es así como, la valoración de una persona debe enfocarse en la pérdida de su 
capacidad para desempeñar su actividad profesional. Si bien existe un manual de calificación 
de pérdida de capacidad laboral en Colombia, el mismo es manejado a interpretación de las 
mismas AFP quienes dentro de su propio staff de colaboradores cuentan con profesionales en 
medicina del trabajo para calificar la pérdida en cuanto a la fecha de estructuración y dictaminar 




que tiene el dominio para determinar si reconocen o no el derecho prestacional olvidándose de 
que el aporte lo hace directamente el afiliado como resultado de su vinculación con el sistema. 
En esta medida, como bien enmarca la definición de los fondos de pensiones es 
administrar los recursos de sus afiliados, cuya finalidad es garantizar una mejor calidad de vida 
para ellos, es en ese concepto cuando estas entidades pierden su misión como garante de 
mejorar las condiciones dignas para sus afiliados, aún más cuando tienen condiciones 
precarias y empieza a prevalecer los intereses financieros y de sostenibilidad corporativa, 
utilizando así los recursos de todos los afiliados que no pueden acceder a la pensión de 
invalidez y reutilizándolos con el pasar de los años, realizando inversiones a corto y largo plazo 
en la bolsa de valores, actividades financieras o asumiendo pensiones exageradas 
determinadas así por la Ley para quienes ostentan cargos de alta jerarquía, dejando en 
desproporción a los más vulnerables.  
Es reprochable que el sistema se beneficie de los aportes realizados con posterioridad a 
la fecha de estructuración y luego no los tenga en cuenta para verificar el cumplimiento de los 
requisitos exigidos para el reconocimiento de la pensión de invalidez. La inobservancia por 
parte de las AFP conlleva a que los afiliados acudan a diferentes instancias para obtener el 
reconocimiento del derecho a la seguridad social y le sea reconocida la Pensión de invalidez. A 
continuación, se presenta las sentencias que integran la línea jurisprudencial en materia de 
reconocimiento pensional en aplicación de la figura “Capacidad y/o aptitud laboral residual” y en 
favor de los accionantes, personas en condición de inválidas. 
Para tal efecto, se referencia el trabajo realizado por Becerra (2020) donde hace un 
análisis de obstáculos y criterios para el otorgamiento de la pensión de invalidez usando como 
mecanismo la acción de tutela en los últimos trece años en la jurisprudencia, donde se 




Figura 1.  
Tutelas existentes sobre la pensión de invalidez en Colombia. 
 
Fuente: basado en Becerra (2020) 
Dentro de las sentencias hito o sentencias consolidadoras se encuentra algunas que 
han marcado significativamente el reconocimiento de derechos pensionales en aplicación de la 
figura de “Capacidad Laboral Residual”, como se observa en la tabla 1: 
 
 
Tabla 1.  















“Cuando la fecha de estructuración sea 
anterior a la de pérdida definitiva y 
permanente de la capacidad laboral 
establecida mediante el dictamen médico, 
para determinar el derecho a la pensión de 
invalidez, se tendrán en cuenta las 
cotizaciones realizadas con posterioridad a 
esa fecha cuando aún la persona conserva 
su Capacidad Laboral Residual. Se ha 
sostenido que es posible, que, debido al 
carácter progresivo de estas patologías, 
entre la fecha de estructuración y la 
calificación, se conserven las capacidades 
funcionales y productivas, al punto de 
continuar con la vinculación laboral, 
realizando los correspondientes aportes al 
sistema de seguridad social a efectos de 
alcanzar las semanas exigidas para el 
reconocimiento pensional” 
T-040 2015 “…es importante aclarar que el juez 
constitucional no cuestiona ni pone en duda 
el criterio médico con base en el cual se 
determina la fecha de estructuración de la 
invalidez, pues se presume que la fecha de 
estructuración coincide con aquella en la 
que se produce la pérdida de la capacidad 
laboral. Lo que sucede es que en algunos 
casos específicos, la autoridad respectiva 
tiene dificultad para prever si la persona 
conserva una Capacidad Laboral Residual 
que le permite seguir trabajando. Por tanto, 
para definir cuándo una persona pierde de 
manera permanente y definitiva su fuerza 
laboral a la hora de verificar si cuenta con la 
densidad de semanas requerida, el juez de 
tutela debe constatar con base en las 
pruebas existentes, si la persona reunió o 
no los requisitos de cotización para acceder 
a la pensión de invalidez, incluyendo los 
aportes posteriores que hizo y que se 





T -575 2015 “Es deber de las administradoras de 
pensiones considerar para el estudio de la 
solicitud de pensión de invalidez, las 
semanas cotizadas con posterioridad a la 
fecha de estructuración de la pérdida de 
capacidad laboral, en tratándose de 
afiliados que padecen de enfermedades 
degenerativas, crónicos o congénitas como 
una medida tendiente a vitar que se genere 
enriquecimiento sin causa por parte de los 
fondos” 
SU -588 2016 “Respecto a la Capacidad Laboral Residual, 
esta Corte ha indicado que se trata de la 
posibilidad que tiene una persona de ejercer 
una actividad productiva que le permita 
garantizar la satisfacción de sus 
necesidades básicas, pese a las 
consecuencias de la enfermedad. En 
consideración a este elemento, a la 
Administradora de Fondos de Pensiones le 
corresponde comprobar que el beneficiario 
trabajó y, producto de ello, aporto al 
Sistema durante el tiempo que su condición 
se lo permitió o que consideró prudente…”  
T-111 2016 “3.4.5. En conclusión, las administradoras 
de pensiones no pueden desconocer la 
Capacidad Laboral Residual que conservó 
una persona afectada por una enfermedad 
congénita, degenerativa o crónica, durante 
el tiempo posterior a la fecha de 
estructuración, por virtud de la cual pudieron 
continuar laborando y realizando las 
cotizaciones pertinentes hasta el momento 
en el que de forma definitiva se agotaron 
sus fuerzas. Por ello, estas semanas 
posteriores a la fecha de estructuración 
también deben ser tenidas en cuenta para el 
cumplimiento de los requisitos exigidos para 
el reconocimiento de la pensión de 
invalidez” 
T-057 2017 “En tales eventos, en los que el estado de 
invalidez de una persona esta asociado al 
padecimiento de enfermedades de carácter 
degenerativo, crónico o congénito, esta 
corporación ha establecido que, para 




invalidez, las entidades administradoras de 
pensiones deberán tener en cuenta las 
semanas cotizadas con posterioridad a la 
fecha de estructuración de la misma, las 
cuales se asumen  efectuadas en ejercicio 
de una Capacidad Laboral Residual que, sin 
ánimo de defraudar al sistema, le permitió 
seguir trabajando y haciendo sus aportes 
hasta perder toda capacidad productiva… 
Lo anterior como garantía del derecho 
fundamental de seguridad social en sujetos 
de situación de debilidad manifiesta y como 
medida tendiente a evitar que se genere un 
enriquecimiento sin causa por parte de 
los fondos de pensiones” 
T-694 2017 “En estos casos la Corte ha reiterado el 
deber de las entidades administradoras de 
pensiones de considerar, para el estudio de 
la solicitud de pensión de invalidez, las 
semanas cotizadas con posterioridad a la 
fecha de estructuración de pérdida de la 
capacidad laboral, cuando se está frente a 
afiliados que padecen enfermedades 
degenerativas, crónicas o congénitas” 
T-484 2019 “la prestación solicitada, bajo el argumento 
que: i) se acredita la procedencia de la 
acción de tutela; ii) la Corte considera que el 
derecho a la seguridad social es un 
instrumento a través del cual se le garantiza 
a las personas el ejercicio de sus derechos 
fundamentales; y iii) en cuento a los 
requisitos para acceder a dicha prestación 
considera que la accionante cuenta con un 
número importante de semanas cotizadas 
con posterioridad a la fecha se 
estructuración, las cuales se asumen 
realizadas en ejercicio de una Capacidad 
Laboral Residual que, sin ánimo de 
defraudar al sistema, le permitió al afiliado 
seguir trabajando y realizar aportes” 
SL3275 2019 “Aunque la discapacidad de estas 
enfermedades se puede estructurar en 
determinada fecha, la persona puede 
mantener una capacidad residual de trabajo 
que le permite continuar activa 




de realizar aportes para los riesgos de 
invalidez, vejez y muerte que ofrece el 
sistema, los que resultan plenamente 
válidos y con los cuales puede alcanzar el 
reconocimiento de una pensión, pues de lo 
contrario se desconocerían los aportes 
realizados” 
SL3992 2019 “Simplemente, como ya se dijo, en estos 
casos deben ser tenidas en cuenta las 
especiales realidades de la enfermedad 
padecida por el paciente, sus capacidades 
laborales residuales y la primacía de la 
realidad en torno a la pérdida de la 
capacidad laboral, en forma permanente y 
definitiva, en aras de fijar una fecha de la 
estructuración de la invalidez razonable, 
verdadera y protectora de los derechos 
fundamentales de los afiliados” 
Fuente: basado en Becerra (2020). 
 
Expuesto lo anterior, es evidente el abuso de las AFP y por consiguiente el 
enriquecimiento sin causa a expensa ajena, genera el deber de sustituir o restablecer el 
equilibrio en la medida en que la afectación persista se encuentra cimentado en un concepto de 
acrecentar el patrimonio sin justificación o causa legal que así lo amerite. 
De acuerdo con una publicación realizada por el diario jurídico Ámbito Jurídico (2011), las 
AFP pueden incurrir en un enriquecimiento sin causa, sino tienen en cuenta los aportes recibidos 
para el reconocimiento y aprobación de prestaciones, apoyando su posición en la rigurosidad de 
la ley. Entonces, “beneficiarse de los aportes hechos por los afiliados y no tener en cuenta ese 
periodo al momento de verificar el cumplimiento de requisitos exigidos para el reconocimiento de 
la pensión podría acarrear un enriquecimiento sin justa causa” (s.p.). 
Por otro lado, no se debe desconocer que a partir de la Ley 100 de 1993 se constituye el 
sistema de seguridad social que pretende reunir y dirigir un conjunto de entidades, normas y 




humana, para el caso de Colombia existen tres tipos de regímenes a los que un individuo puede 
ser sometido, Régimen de prima media (RPM), Régimen de ahorro individual solidario (RAIS) y 
el Régimen exceptuado. 
Se puede establecer que el RAIS es fundamentado por entidades financieras que tienen 
como objetivo administrar los aportes que los afiliados destinan en cuentas individuales de 
capitalización que serán destinadas para financiar problemas derivados de las pensiones de 
invalidez y vejez. Las AFP invierten el dinero de los aportantes en diferentes portafolios de 
activos financieros, bajo las modalidades que la ley les permite y de acuerdo con el perfil de 
riesgo. Esta modalidad se conoce como multífido y nació con la Ley 1328 de 2009, donde el 
cotizante puede escoger entre un fondo de inversión conservador, moderado y de alto riesgo.      
Como bien se ha planteado un afiliado que presente una enfermedad crónica, 
degenerativa o congénitas y no cumpla con los requisitos para acceder a la pensión de 
invalidez, debe esperar a cumplir la edad para acceder a la pensión de vejez y poder tener un 
ingreso digno que le ayude a satisfacer sus necesidades básicas. Según explica el 
Departamento Nacional de Estadística (DANE), el desempleo en febrero de 2021 cerró con un 
15,9% lo que significa un 3,7% de aumento comparado con el mismo mes del año anterior, no 
será fácil para una persona que ha perdido más del 50% de capacidad laboral encontrar un 
trabajo u oficio en sus condiciones que lo ayude a seguir cotizando al sistema de seguridad 
social para acceder por lo menos a una pensión de vejez. Es ahí cuando se vulneran los 
derechos de los afiliados que por mucho tiempo cotizaron al fondo de pensiones, pero por caso 
fortuito, externo a su voluntad y en su mayoría imprevisible, no pudo cotizar las 50 semanas en 
los últimos 3 años a la fecha de estructuración, es en ese momento cuando los fondos de 




La función de las AFP es administrar los recursos de sus afiliados con el fin de 
garantizar una mejor calidad de vida en el caso de ocurrencia de una de las contingencias 
amparadas (invalidez, vejez o muerte), sin embargo, ante la aparición de una invalidez, la 
administradora desvía su misión y privilegia sus intereses financieros y su sostenibilidad 
corporativa, utilizando los recursos de todos los afiliados en inversiones a corto y largo plazo en 
la bolsa de valores, y actividades financieras y administrativas. Este comportamiento se 
demuestra con las cifras por concepto de quejas publicado por la Superintendencia Financiera 
de Colombia en la que se reportan para el año 2020, 12.198 requerimientos por inconformidad 
en la decisión de la AFP para reconocimiento de la pensión de invalidez (Superintendencia 
Financiera de Colombia, 2021) 
En cuanto a pronunciamientos proferidos por la Corte Suprema de Justicia, donde la 
pretensión y/o asunto tratado se encaminó a adquirir el estatus pensional por invalidez, se 
reportaron para el año 2017, 262 decisiones; para el año 2018, 426 decisiones; para el año 
2019, 451 decisiones; para el año 2020, 439 decisiones y en el transcurso del 2021 ya se 
tienen 363 decisiones (Corte Suprema de Justicia, 2017, 2021). Si se revisan las cifras 
reportadas por la Corte Constitucional se evidencia un número significativo de sentencias 
proferidas por esta corporación relacionadas con la pensión de invalidez. Para el periodo 
comprendido entre enero de 2019 y junio de 2021 fueron objeto de decisión 3737 acciones 
constitucionales de tutela.  
Con lo indicado, se logra determinar que existe inconformismo por el comportamiento 
de las AFP al momento de garantizar los derechos de sus afiliados para acceder a la pensión 
de invalidez. Ahora bien, al revisar directamente las cifras reportadas por las AFP en su página 




invalidez recibidas en un periodo de tiempo, como tampoco el número de solicitudes 
rechazadas por incumplimiento de requisitos. 
Conclusiones 
Los derechos vulnerados por los fondos de pensiones al desconocer la figura de la 
Capacidad Laboral Residual corresponden a principios de rango humano y fundamental, 
afectando el mínimo vital, seguridad social, solidaridad, principio pro homine, progresividad, 
favorabilidad, debilidad manifiesta y protección constitucional para sujetos especiales. Existen 
herramientas internacionales que protegen los derechos de las personas con discapacidad o en 
condición de vulnerabilidad por padecer una enfermedad que disminuye su calidad de vida, a 
saber el Artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y la Convención Sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad por la Asamblea General de la Naciones Unidas 
el 13 de diciembre de 2006.  
En Colombia existe norma expresa, Ley estatutaria 1618 de 2013 que protege a las 
personas en condición de discapacidad donde se adoptan medidas de inclusión y se elimina 
toda acción discriminatoria que afecte sus derechos. Esta Ley se encuentra expedida desde el 
año 2013 y ha venido reglamentando por parte de la autoridad encargada, sin embargo, no 
existe aplicación plena de las disposiciones contenidas en esta norma por parte de los fondos 
de pensiones.  
La pensión de invalidez en Colombia tiene un problema estructural relacionado con el 
choque que genera el enfoque jurídico y la perspectiva médica. Existe un desconocimiento 
evidente por parte de los fondos de pensiones sobre la aplicación de jurisprudencia como 
fuente de derecho y como decisiones del organismo de cierre que cuentan con fuerza 
vinculante en la materia. Urge una implementación normativa en materia de prestación de 




los pronunciamientos jurisprudenciales y reconocer derechos a sus afiliados en protección a su 
condición de inválido. 
Ante la evidente vulneración de derechos, el legislativo debe reformar el sistema 
pensional en la contingencia de invalidez en la que se contemple la figura de “capacidad 
residual laboral” con todos sus componentes como una modalidad de pensión. En necesaria la 
vigilancia estricta de la Superintendencia Financiera, el Ministerio de Salud y el Ministerio del 
Trabajo sobre las actuaciones de las AFP y la violación de derechos a sus afiliados. 
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